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Resumen

La investigación sobre el bienestar social se ha ex-
tendido al estudio del bienestar ocupacional (BO), 
entendiendo por ello el conjunto de prestaciones 
(transferencias monetarias o en especie) suminis-
tradas de forma voluntaria por empresas privadas 
—o por administraciones públicas en su condición 
de empleadores— a sus propios trabajadores. Se 
caracteriza al caso español con un desarrollo bajo 
en la protección de los viejos riesgos sociales (VRS) 
que son enfrentados, principalmente, con pensio-
nes, atención sanitaria y protección por desempleo.
El principal objetivo de este artículo es ofrecer un 
mapa del desarrollo del BO en la esfera de los VRS en 
España. El desarrollo de algunas prestaciones, como 
planes de pensiones o seguros de salud, es modera-
do, con una tendencia ascendente a largo plazo. Ese 
desarrollo se concentra en grandes empresas y en ra-
mas determinadas, lo que parece apuntar a una diná-
mica de complementariedad respecto al pilar público, 
pero limitada a un segmento del total de asalariados.

Palabras clave: sistemas de bienestar; bien-
estar ocupacional; viejos riesgos sociales; España.

Abstract

Research on social welfare has expanded to the 
study of occupational welfare (OW), meaning 
the set of benefits, through monetary or in-kind 
transfers, that are provided voluntarily by private 
companies —or by public administrations in their 
capacity as employers— to their staff. There is a 
low development in the protection of the so-called 
old social risks (OSR) in Spain, which are tackled, 
mainly, with pensions, healthcare and unemploy-
ment protection.
This article aims to map the development of the 
protection of OSR by OW in Spain. Results confirm 
the low coverage of OSR and the moderate develop-
ment of some benefits, such as pension plans or 
health insurance, yet it shows an increasing trend 
in the long term. This development is concentrated 
in large companies and in a few economic sectors, 
suggesting a dynamic of complementarity with res
pect to the public pillar, but limited to a segment of 
overall salaried workers.

Keywords: welfare systems; occupational wel-
fare; old social risks; Spain.
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INTRODUCCIÓN

La investigación sobre bienestar social se ha 
renovado de manera significativa al extender su 
interés no solo al pilar público, sino también al 
pilar fiscal y ocupacional. El foco más reciente de 
interés viene siendo el bienestar ocupacional (BO), 
consistente en el conjunto de beneficios y servicios 
que los empleadores proporcionan a sus emplea-
dos, bien voluntariamente o bien como parte de los 
compromisos de un contrato de trabajo, individual 
o colectivo. El BO constituye uno de los tres com-
ponentes de la “división social del bienestar”, en 
la útil distinción que proporcionó Richard Titmuss 
(1958) hace ya seis décadas. Los otros dos son el 
bienestar social público (la parte de estos sistemas 
que es provista por los estados en la forma de ser-
vicios públicos o de transferencias monetarias) y el 
bienestar fiscal (el conjunto de exenciones impo-
sitivas e incentivos fiscales que la administración 
pública aplica a los contribuyentes con fines simi-
lares a los que generan los servicios y prestaciones 
del bienestar social).

El BO ha sido objeto de diferentes desarrollos 
conceptuales en función de la delimitación de sus 
prestaciones, la voluntariedad de las mismas y el 
papel de proveedores e intermediarios (Luque Balbo-
na y González Begega, 2020). Es obvio que constituye 
el pilar privado del bienestar, por cuanto su provee-
dor es el empleador. Pero eso no significa que su 
configuración sea siempre típicamente mercantil. Su 
origen puede ser resultado de regulaciones públicas 
que simplemente lo incentivan fiscalmente o que, 
además, lo hacen obligatorio bajo ciertas condicio-
nes. Y su provisión puede adquirir formas de asegu-
ramiento colectivo también con garantías públicas.

En los últimos años, y en varios países euro-
peos, se ha podido observar cómo el pilar ocupacio-
nal va adquiriendo más peso dentro de las políticas 
de bienestar (Natali et al., 2018b). Las evidencias 
disponibles para España son escasas, tanto des-
de una perspectiva comparada (Natali y Pavolini, 
2014; Natali et al., 2018b), como con estudios de 
caso (Martínez Poza, 2018; Almendros-González, 
2018). Ambos tipos de trabajos caracterizan al caso 
español con desarrollo bajo en la protección de los 
denominados “viejos” riesgos sociales, principal-
mente pensiones, atención sanitaria y protección 

por desempleo. La investigación disponible sobre 
el caso español ofrece una caracterización muy ge-
neral de dos rasgos: un bajo desarrollo en términos 
comparados y una función de complementariedad, 
no de sustitución, respecto a las prestaciones del 
sistema público. Ambos rasgos se explican por un 
entorno institucional que apenas regula e incentiva 
fiscalmente ese pilar ocupacional.

El principal objetivo de este trabajo es ofrecer 
un mapa del desarrollo reciente del BO en España 
en esas dimensiones de protección de viejos ries-
gos. El artículo se desarrolla en cuatro partes. La 
primera sección se dedica a presentar el estado 
de la investigación sobre BO y protección de viejos 
riesgos sociales. En la sección siguiente se descri-
be la evolución reciente en España de los recursos 
destinados al BO, tanto en gasto social privado 
como en costes laborales. Las dos secciones si-
guientes se ocupan del desarrollo, respectivamen-
te, de las prestaciones en pensiones y seguros y en 
atención sanitaria.

LA PROTECCIÓN OCUPACIONAL DE VIEJOS 
RIESGOS SOCIALES

La distinción entre “nuevos” y “viejos” ries-
gos sociales se ha consolidado en los estudios de 
bienestar (Taylor-Gooby, 2004; Bonoli, 2007). Dicha 
caracterización alude a las diferencias entre riesgos 
que componían básicamente la acción protectora 
en las sociedades industriales, como el desempleo, 
la enfermedad o la incapacidad para trabajar; y los 
que han aparecido en la etapa posindustrial, como 
la falta u obsolescencia de las cualificaciones, la no 
conciliación entre vida laboral y familiar, o la discri-
minación por género u origen étnico.

La protección frente a los viejos riesgos (VRS) ha 
desplegado una amplia gama de beneficios o servi-
cios en la esfera del BO (Tabla 1). Los límites de esos 
dispositivos pueden moverse en función de la propia 
amplitud del concepto de BO (Brundson y May, 2007; 
Luque Balbona y González Begega, 2020). Aquellos 
dirigidos a la protección de la etapa tras el final de 
la vida activa (pensiones y servicios para el enveje-
cimiento) y de la enfermedad son los más extendi-
dos. Por su parte, el riesgo de desempleo suele tener 
una extensión voluntaria bastante menor.
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La escasa investigación sobre el caso español 
con perspectiva comparada caracteriza su desarro-
llo como bajo en la protección de los principales 
VRS (pensiones y protección de desempleo), pero 
medio en atención sanitaria y también en conci-
liación (Martínez Poza, 2018; Natali et al., 2018b; 
Mapelli, 2017). Este desarrollo sería segmentado, 
por cuanto da lugar a fuertes diferencias tanto de 
cobertura como de intensidad entre actividades 
económicas, empresas y grupos de ocupación.

El régimen de bienestar suele aparecer como 
uno de los principales factores que explican el de-
sarrollo comparado del BO (Natali y Pavolini, 2014; 
Mapelli, 2017; Natali et al., 2018b; Luque Balbona 
y González Begega, 2020). Pero eso no ocurre en una 
sola dirección. Supuestamente, el universalismo y 
la generosidad de los sistemas socialdemócratas 
serán una barrera para el desarrollo del BO, que 
solo podría adquirir una dinámica de sustitución; 
mientras que habrá más espacio para su desarrollo 
en los sistemas liberal y continental, como desa-
rrollo complementario de un pilar público menos 
universal. Sin embargo, la investigación apunta a 
dinámicas diferentes en las esferas de protección 
de cada uno de esos dos tipos de riesgos.

En la de VRS la dinámica dominante es de sus-
titución, con el pilar ocupacional como respuesta 
a las tendencias de reducción (retrenchment) o de 
racionalización (recalibration) del pilar público. Esa 
dinámica de sustitución se ha confirmado especial-
mente en la esfera de las pensiones, la más estudia-
da de esos riesgos, con una asociación inversa entre 
generosidad del pilar público y desarrollo del pilar 
ocupacional (Mapelli, 2017). De todos modos, en al-

gunos países, como Holanda y Suecia, la provisión 
creciente de las pensiones a través del pilar ocu-
pacional no se ha acompañado de un aumento de 
la privatización o dualismo en esa prestación. Algo 
que sí ha ocurrido en Reino Unido y que se apuntaba 
en países continentales como Alemania y Bélgica 
(Pavolini y Seeleib-Kaiser, 2018). En otros países 
como Austria, España e Italia, aunque el pilar pú-
blico tiene niveles de generosidad diferentes, no se 
han experimentado cambios paradigmáticos en el 
sistema de pensiones. Este sistema continúa siendo 
público de manera muy predominante, al menos así 
era hasta el inicio de la última crisis.

Centrándose en el caso español específicamen-
te, el desarrollo de la protección ocupacional de 
VRS, tanto en pensiones como en prestaciones de 
desempleo, ha estado bloqueado en las dos décadas 
de final y comienzo de siglo; y ha tenido un empuje 
moderado durante la crisis. Ese modesto desarrollo 
respondería a una dinámica de sustitución, en un 
contexto de recortes de prestaciones públicas y re-
ducción de costes laborales (Martínez Poza, 2018). La 
explicación habitual a ese limitado desarrollo se ha 
atribuido casi exclusivamente a factores del ámbito 
de las relaciones laborales. Por un lado, la estrategia 
defensiva del pilar público por parte de sindicatos en 
un mercado laboral con baja participación femenina 
y altos niveles de desempleo y precariedad. Por otro 
lado, una fase complicada de la negociación colecti-
va debido a las recientes reformas hacia una mayor 
descentralización y desplazamiento del poder de ne-
gociación hacia los empleadores.

De todos modos, la investigación ha identifica-
do una gama más amplia de factores que pueden 

Tabla 1.  Beneficios y servicios de bienestar ocupacional para la protección de viejos riesgos sociales.

Pensiones y envejecimiento Atención sanitaria Desempleo

Planes de pensiones.

Seguros de vida.

Servicios de prejubilación (asesora-
miento) y post-jubilación (confrater-
nización, envejecimiento activo...).

Servicios de salud laboral extendida.

Seguros médicos.

Seguros de enfermedad de larga duración o 
incapacidad.

Ayudas por gastos sanitarios.

Permisos extra para citas y tratamientos 
médicos.

Seguros de desempleo.

Servicios de búsqueda de em-
pleo, recualificación y recolo-
cación en caso de despido.

Fuente: elaboración propia.
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explicar este desarrollo comparado. Los factores 
del entorno institucional nacional, como los tipos 
de regímenes de bienestar y empleo, la genero
sidad de la provisión pública y el desarrollo regu-
latorio (legislativo o estatutario) jugarían un papel 
importante. Pero también estarían los factores de 
empresa, como la demografía industrial (tamaño 
y composición por ramas) y las estrategias em-
presariales; particularmente aquellas que pueden 
utilizar este tipo de prestaciones como piezas de 
una estrategia de recursos humanos “de alto com-
promiso”, que busca una fuerte identificación del 
empleado con los valores y objetivos de la empresa 
a través de prácticas de capacitación, remunera-
ción y carrera.

La medida del BO: fuentes estadísticas 
e indicadores

El BO es un concepto para el que no hay un 
dato específico o un indicador que lo represente 
fielmente. Para su aproximación cuantitativa hay 
que recurrir a fuentes diversas y a varios indica-
dores. En esta sección se presentan las fuentes de 
datos utilizadas para seleccionar los indicadores 
de los principales componentes del BO que abar-
ca este artículo: esfuerzo total en BO, prestaciones 
empresariales de pensiones, de seguros, y de aten-
ción sanitaria. Para las prestaciones empresariales 
por desempleo, que formarían parte también de la 
protección de viejos riesgos sociales, no se dispone, 
por el momento, de datos que permitan distinguir 
de forma adecuada las aportaciones voluntarias 
del empleador; por lo que no se abordan de forma 
específica en este trabajo.

En primer lugar, para el indicador del esfuerzo 
total en BO y su estudio comparado por países se 
utilizan los datos de dos fuentes: la OCDE-Social 
Expenditure Database (SOCX) y la Labour Cost 
Survey (LCS) que ofrecen datos tanto para España 
como para el contexto internacional más cercano 
(OCDE y UE). Por un lado, la SOCX ofrece infor-
mación sobre indicadores comparados de política 
social referidos al gasto social público y privado, 
partiendo de la agregación de programas en cada 
área de política social. La principal limitación que 
presenta la SOCX es la imposibilidad de distinguir 

el gasto privado en función del agente que lo reali-
za (instituciones privadas u hogares). Aun así, este 
indicador permite una aproximación al esfuerzo 
que realizan las entidades privadas para cubrir ne-
cesidades derivadas de los viejos riesgos sociales 
y, sobre todo, observar la evolución de series tem-
porales largas y aplicar la perspectiva comparada.

Por otro lado, la LCS es una encuesta europea 
que recoge información sobre los costes laborales 
por trabajador en función de sus diferentes compo-
nentes, lo que permite acotar con más precisión el 
concepto de BO al limitarse al esfuerzo de las em-
presas. También permite una adecuada descripción 
de la evolución y tendencia comparada. El principal 
componente son las contribuciones voluntarias a la 
seguridad social, constituidas por las aportaciones 
del empleador a circuitos privados de seguridad 
que mejoran o complementan voluntariamente 
—aunque con frecuencia vienen comprometidas 
por la negociación colectiva— las prestaciones 
obligatorias de la seguridad social. Esas contribu-
ciones incluyen cuatro subgrupos de aportaciones: 
a “planes y fondos de pensiones”, a “seguros de 
enfermedad”, a “otros planes o seguros” (seguros 
de vida colectivos y por desempleo, principalmen-
te) y “otras aportaciones” (a entidades que prestan 
servicios asistenciales a los trabajadores, como es 
el caso de las fundaciones laborales).

Las cotizaciones sociales imputadas se corres-
ponden con prestaciones sociales para el trabajador 
o sus familias, que se pagan directamente a los 
empleados con recursos propios de los empleadores 
sin implicar la creación de un fondo especial o re-
serva, ni la mediación de una aseguradora o fondo 
de pensiones autónomo. Algunos de estos pagos son 
obligatorios, como es el caso de los pagos de Inca-
pacidad Temporal. Pero incluye también otros pagos 
que son complementarios, bien por voluntad de la 
empresa o bien por acuerdo de convenio colectivo, 
como son los pagos por “desempleo” (habitualmente 
en situaciones de regulación de empleo), por “jubi-
lación o bajas incentivadas” (para mitigar la dife-
rencia entre el salario anterior a la jubilación y la 
pensión contributiva), por “muerte y supervivencia” 
(complementando pensiones de viudedad u orfan-
dad), por “asistencia médica” (como reembolso de 
gastos realizados por el trabajador) o por “asistencia 
familiar” en situaciones de natalidad y nupcialidad.
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Los otros tres componentes de costes laborales 
suelen tener un peso menor. Los gastos en forma-
ción incluyen todos los costes en los que incurre la 
empresa para las actividades de formación de sus 
empleados (instalaciones, material didáctico, ins-
tructores o entidades de formación externos), des-
contando los subsidios recibidos para tal fin. Los 
pagos a planes de ahorro de los empleados suelen 
corresponder a esquemas de ahorro propios de la 
compañía. Los sueldos y salarios en especie se re-
fieren al coste estimado de los bienes y servicios 
que las empresas disponen para sus empleados, 
como vivienda, transporte y opciones de compra de 
acciones.

En segundo lugar, ya solo para el caso español, 
se pueden utilizar los datos del indicador deno-
minado previsión social empresarial, compuesto, 
principalmente, por tres instrumentos financieros: 
planes de pensiones de empleo, planes de previsión 
social empresarial (de ahora en adelante, PPSE), 
y seguros colectivos que exteriorizan compromisos 
por pensiones que las empresas tienen con sus 
trabajadores. Estatutariamente, todos ellos tienen 
carácter de complementarios. Es decir, por ley úni-
camente se entienden como instrumentos privados 
y voluntarios cuyo objeto es mejorar las prestacio-
nes de la Seguridad Social. Estos datos son remiti-
dos a la Dirección General de Seguros y Fondos de 
Pensiones (DGSFP) por entidades aseguradoras y 
financieras según modelos anuales de información 
cuantitativa a efectos estadísticos y contables y 
publicados anualmente por el Ministerio de Econo-
mía y Empresa (2017).

Los planes de pensiones son instrumentos 
financieros de ahorro orientados a la jubilación, 
constituidos de forma libre y voluntaria, y sus pres-
taciones dependen del capital aportado por los par-
tícipes, la empresa constituyente en su caso, y los 
rendimientos obtenidos por el fondo de pensiones en 
que se integran. En función del sujeto constituyente, 
los planes de pensiones pueden clasificarse en:

— � Sistemas o planes de empleo: cuyo promo-
tor es una entidad, corporación, sociedad, 
o empresa y cuyos partícipes son los traba-
jadores de estas.

— � Sistemas asociados: cuyo promotor es cual-
quier asociación o sindicato y sus partíci-
pes los asociados, miembros o afiliados.

— � Sistemas individuales: cuyo promotor es una 
o varias entidades financieras y cuyos par-
tícipes son cualesquiera personas físicas.

Aunque tanto los planes de empleo como los 
sistemas asociados podrían considerarse parte del 
BO, dada la menor importancia de los asociados y 
para hacer comparable la información con el res-
to de los instrumentos incluidos, este estudio se 
centrará principalmente en los planes de empleo. 
Fuera de los planes de pensiones, los PPSE son 
contratos de seguro realizados por empresas para 
cubrir determinados riesgos de sus trabajadores, 
centrándose fundamentalmente en la jubilación. 
Y finalmente, los seguros colectivos son también 
contratos de seguro suscritos por empresas para 
cubrir posibles riesgos de sus trabajadores y otros 
posibles beneficiarios dependientes de estos; aun-
que su cometido principal también es cubrir la ju-
bilación, muchos de los asegurados en esta moda-
lidad no tienen cubierta esta contingencia.

Por último, la aproximación a las prestaciones 
de atención sanitaria por parte de las empresas 
remite a dos fuentes de información, que proporcio-
nan datos de su extensión, pero no de su coste: la 
Encuesta Nacional de Salud de España (ENSE) y los 
datos proporcionados por las empresas de seguros. 
La ENSE recoge información sanitaria relativa a la 
población residente en España e incluye datos sobre 
cobertura de seguros privados de su salud, incluida 
la modalidad concertada por la empresa. Los datos 
ofrecidos por UNESPA, la asociación de empresas 
aseguradoras, hacen referencia a los beneficiarios 
de seguros de prestación de servicios de salud para 
“otros colectivos”; refiriéndose a esto como “segu-
ros de asistencia sanitaria adquiridos por otros co-
lectivos que no son mutualidades de funcionarios, 
normalmente por empresas a favor de sus trabaja-
dores” y no incluyendo aquí la modalidad de sub-
sidios por enfermedad. Respecto a los Barómetros 
de Salud de Adeslas, se puede extraer información 
de cómo están integrados los seguros de salud pri-
vados en el tejido empresarial español (Adeslas, 
2018). El primer barómetro, correspondiente al año 
2012, únicamente proporciona información desde 
la perspectiva de los trabajadores (ocupados por 
cuenta ajena de treinta a sesenta años, excluidos 
los funcionarios). En la muestra de los barómetros 
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de 2015 y 2018, además de asalariados, se incluyen 
los decisores de la contratación del seguro de salud 
colectivo de empresas de 50 o más empleados.

El desarrollo del gasto social privado 
en España: una comparación 
con las grandes economías europeas

En esta sección se observa el desarrollo recien-
te del BO en España desde la perspectiva del gasto. 
En una primera parte se describe el gasto privado 
y público comparando por países y distinguiendo 
su distribución por funciones o áreas de gasto. En 
una segunda parte, se describe la evolución de los 
principales tipos de coste asumidos por empresas 
que son susceptibles de ser considerados como 
parte del BO.

El objetivo principal es describir el alcance y 
grado de esfuerzo económico en BO de España con 
respecto a otros países europeos. Además, se deta-
llan las principales funciones sociales del gasto y su 

evolución en términos de convergencia con países 
de una relevancia económica y demográfica similar 
en la Unión Europea (UE). A su vez, se intenta ver 
si esa evolución sigue alguna lógica con respecto 
al sistema público en las distintas áreas de gasto 
social.

La Tabla 2 muestra la evolución del gasto so-
cial privado en España y varios países de la UE. Se 
consideran Francia, Alemania, Italia y Reino Unido 
por tener un tamaño de población relativamente 
parecido y representar una parte importante del 
PIB comunitario.

El principal hecho que muestran estos datos es 
que el gasto social privado voluntario tiene mag-
nitudes y comportamientos muy desiguales en las 
principales economías europeas. España era hasta 
hace poco un país con niveles comparados muy 
bajos de gasto social privado, tanto en términos 
per cápita como en porcentaje del PIB o del total 
de gasto público. Pero la firme tendencia al incre-
mento de ese gasto en los últimos veinticinco años, 
mucho más intensa en la década y media de este 

Tabla 2.  Gasto social privado voluntario en España y otros países de la UE (1990-2015).

Francia Alemania Italia España Reino Unido

Gasto privado voluntario per 
cápita a precios constantes 

y paridad de poder de compra, 
en $ de 2010

1990 499,5 650,9 145,2 54,3 1.167,4

2000 805,6 628,3 166 86,7 2.164,5

2008 1.091,5 802,5 230,8 148,8 1.763,6

2015 1.201,4 523,4 295,3 347,9 2.031,3

Gasto social privado voluntario 
como % del PIB

1990   1,7 1,9 0,5 0,2   4,4

2000   2,4 1,7 0,5 0,3   6,6

2008   3,0 2,0 0,6 0,4   4,8

2015   3,3 1,2 0,9 1,1   5,3

Gasto social privado voluntario 
como % gasto público

1990   7,1 8,9 2,3 1,2 29,8

2000   8,6 6,9 2,1 1,5 40,6

2008 10,5 8,2 2,5 2,0 23,8

2015 10,2 4,9 3,1 4,4 24,5

Variación relativa del gasto privado 
voluntario 1990-2015

140,5 % –19,6 % 103,4 % 540,7 % 74,0 %

Fuente: elaboración propia a partir de datos de la Social Expenditure Database (OCDE) (extraído a 21 de febrero de 2019).
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siglo, han colocado a España por encima de Italia 
y muy cerca de Alemania ya en 2015. España, junto 
a Italia, formaría parte del clúster de países del sur 
de Europa, caracterizados por bajos niveles de gas-
to privado (Natali et al., 2018b).

Sin embargo, la literatura señala que las dife-
rencias observadas a nivel agregado en el desarrollo 
del BO pueden no corresponderse con la evolución 
observada a nivel de área o sector en las distintas 
políticas llevadas a cabo (Ascoli et al., 2018). Es de-
cir, aunque a nivel macro se aprecie una evolución 
muy dispar, el grado de desarrollo puede converger 
para determinados programas en algunas áreas de 
gasto. Por ello, en la Figura 1 se vuelve a revisar la 
evolución del gasto privado total, pero distinguiendo 
por las áreas de gasto social para las que se dispone 
de información.

El gasto privado total en Reino Unido está muy 
por encima del resto de países. Esa diferencia es 
atribuible, sobre todo, al gasto en pensiones. La 
literatura ya habla de evoluciones muy favorables 
del BO para dicha área en los últimos años en 
este país (Natali et al., 2018b). Aunque, en gasto 
sanitario privado, Reino Unido no muestra un de-
sarrollo tan pronunciado en comparación con los 
demás.

En Alemania y Francia, el peso del gasto priva-
do voluntario es relativamente alto, especialmente 
para el gasto sanitario en el caso francés. Sin em-
bargo, el gasto en pensiones en Alemania estaría 
notablemente por encima de Francia, aunque lejos 
de Reino Unido. Estos países pertenecerían a un 
sistema de BO con cobertura relativamente exten-
sa, pero con diferencias en la protección por grupos 
ocupacionales y con políticas basadas en el volun-
tarismo (Natali et al., 2018a).

Finalmente, en los países del sur como España 
e Italia, el desarrollo del BO estaría muy por de-
trás del resto. De ese desarrollo limitado conviene 
puntualizar dos cuestiones. Por un lado, que la ex-
pansión tan pronunciada del gasto social privado 
para el caso español proviene de un crecimiento 
de los recursos dedicados a gasto sanitario. Y, por 
otro lado, que la escasa difusión viene motivada 
por diversos factores que ya han sido señalados 
en la literatura: la peculiaridad institucional de los 
sistemas públicos de pensiones; la escasa coor-
dinación de otras políticas sociales distintas a la 
sanidad y las pensiones; el impacto de la crisis en 
la capacidad contributiva de empresas (y trabaja-
dores) con el consecuente deterioro de las finanzas 
públicas y su impacto sobre la provisión social; y la 

Figura 1.  Gasto social privado voluntario total y según área para España y otros países UE, 2015 
[cantidades per cápita a paridad de poder de compra (ppc) en dólares USA de 2010].

Fuente: elaboración propia a partir de datos de la Social Expenditure Database (OCDE) (extraído a 21 de febrero de 2019).
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dificultad para promover incentivos fiscales (Ascoli 
et al., 2018).

Las diferencias de gasto privado entre países 
pueden venir motivadas por estrategias de desarro-
llo de los sistemas estatutarios o públicos, tanto a 
nivel agregado como dentro de las distintas áreas. 
Las hipótesis a este respecto son dos. Por un lado, 
cuando el sistema público alcanza una entidad im-
portante y la cobertura de riesgos sociales en un 
área concreta es elevada, el espacio que queda a los 
programas ocupacionales es más limitado (efecto 
crowding-out). Por otro lado, las tensiones a las que 
se vienen enfrentando los sistemas de bienestar les 
obliga a retirarse en la cobertura de determinados 
riesgos sociales, dejando hueco para la evolución 
del pilar ocupacional (efecto crowding-in).

En la Figura 2 se muestra la relación entre el 
gasto social público y privado voluntario a nivel 
general, en atención sanitaria, pensiones, incapa-
cidad, y otras áreas para España y el resto de los 
países seleccionados. Los datos son de 2015, que 
es el último que se encontraba disponible en el mo-
mento de extracción de la información.

Considerando todos los países en conjunto, al 
igual que observan Natali et al. (2018a), salvo en 
Reino Unido, no se encuentra ningún patrón general 

hacia un desarrollo mayor o menor del gasto privado 
con respecto al gasto público. Observando el gasto 
en atención sanitaria, en incapacidad, o el gasto 
total, en Francia se realiza un mayor gasto público 
per cápita que en los países del sur de Europa, así 
como también es ligeramente mayor su desarrollo 
del BO. Por tanto, no se aprecian dinámicas de sus-
titución, es decir, de tipo crowding-out. De haber 
alguna dinámica crowding-in, habría que atender 
al desarrollo específico de las políticas en dichas 
áreas para este país, aunque en la comparación 
entre países no parece cumplirse dicha hipótesis. 
El otro país del régimen continental, Alemania, solo 
muestra una mayor expansión del pilar privado en el 
área de pensiones.

En Reino Unido se aprecia cierta relación inver-
sa entre gasto privado y público para las pensiones 
y en mucha menor medida para incapacidad, pero 
no así para el resto de las áreas de gasto social. 
En línea con Natali et al. (2018a), en los países an-
glosajones se observan dinámicas crowding-out en 
su sistema de pensiones. En este caso concreto, un 
menor desarrollo del pilar público favorece que los 
planes ocupacionales se expandan más fácilmente.

Y en el sur de Europa, pese a que el gasto pú-
blico en pensiones y sanidad no es muy elevado en 

Figura 2.  Relación entre gasto privado/público, total y por áreas para España y otros países UE 
[2015, cantidades per cápita a paridad poder compra (ppc) en dólares USA de 2010].

Fuente: elaboración propia a partir de datos de la Social Expenditure Database (OCDE) (extraído a 21 de febrero de 2019).
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términos comparados, no se observa un gasto pri-
vado mayor. Aunque en Italia hay autores que vie-
nen observando dinámicas crowding-in en el área 
de atención sanitaria (Ascoli et al., 2018), el gasto 
social privado voluntario está todavía lejos del res-
to de países y únicamente España parece mostrar 
dinámicas de progresión más claras.

Para finalizar con los datos sobre gasto social 
privado, la Figura 3 muestra la evolución para el 
caso español del total de ese gasto por áreas en-
tre los años 1980 y 2015. El gasto social privado 
voluntario desde el año 1990 al 2009 coincide con 
el gasto privado en sanidad. Ello implica que no 
se pueden apreciar con claridad las reformas que 
hubo en los noventa en los países del Sur de Euro-
pa hacia un mayor desarrollo del BO (Ascoli et al., 
2018). Pese a ello, a finales de los ochenta ya se 
aprecia un aumento significativo del gasto priva-
do en pensiones. En aquel momento, el gasto pri-
vado en pensiones llegaba prácticamente a igua-
larse con el gasto en salud. El resto de las áreas 
de gasto social privado para las que se dispone 
de información eran prácticamente insignifican-
tes. Esto pone de manifiesto el escaso desarrollo 

del BO para el caso español en aquel momento de 
tiempo.

Pero centrándose en la evolución del gasto 
privado en atención sanitaria para todo el periodo 
1980-2015, se aprecia una tendencia ascendente 
que solo muestra decrecimiento en los periodos 
1990-1991, 2007-2010 y 2012-2013. Estos pun-
tos de inflexión tienen que ver con los periodos de 
crisis en los que la economía española se ha visto 
inmersa.

En el resto de las áreas de gasto social, como 
se dispone de información a partir de 2009 y antes 
de 1990, solo se puede señalar que el aumento es 
también considerable, aunque no llegue a alcanzar 
el gasto privado en sanidad. En áreas de políticas 
sociales como las destinadas a incapacidad la ten-
dencia es a la baja; la única referencia que se tiene 
es justo tras el comienzo de la crisis.

Una conclusión que se puede obtener de la evo-
lución observada en la Figura 3 es que, pese a que 
entre 1980 y 2015 el gasto público total (especial-
mente en sanidad) aumenta, el gasto privado no 
disminuye. Eso subraya que no existe ninguna lógica 
implícita sobre las posibilidades de desarrollo de 

Figura 3.  Gasto social privado voluntario total y en las distintas áreas (1980-2015, en millones 
de euros a precios constantes de 2010).

Fuente: elaboración propia a partir de datos de la Social Expenditure Database (OCDE) (extraído a 21 de febrero de 2019).
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los programas de BO, ya que se observan a la vez 
aumentos de sistemas estatutarios y sistemas vo-
luntarios o cuasi-voluntarios.

Una segunda aproximación a la magnitud del 
gasto en BO lo proporcionan los datos de costes la-
borales de las empresas. Los componentes de esos 
costes reflejados en la Figura 4 se ajustan, mejor 
que el gasto social privado, a la medida del conjun-
to del BO proporcionado por las empresas.

Centrándose ya en la comparación entre las 
principales economías europeas, hay claramente 
dos grupos de países en cuanto al peso que tiene 
el BO en los costes laborales de las empresas. Por 
un lado, Reino Unido, Francia y Alemania, que de-
dicaban en 2016 alrededor del 10 % de sus costes 
laborales a esas prestaciones. Y, por otro lado, Ita-
lia y España que solo dedicaban, respectivamente, 
el 3,7 y el 3,1 %.

La evolución reciente deja a España en una si-
tuación aún más singular: es el único país entre 
los cinco donde las empresas han visto reducido 

ese porcentaje de costes entre 2008 y 2016, que 
pasa de un 4,2 al 3,1 %. Mientras que los otros 
cuatro países aumentan esos conceptos de coste 
laboral entre uno y dos puntos porcentuales. El 
componente de coste laboral más importante para 
España, las cotizaciones sociales imputadas, es el 
que mejor refleja esa tendencia de reducción frente 
al aumento de los demás países.

En síntesis, de la observación de los datos de 
gasto privado y costes laborales se puede concluir 
que el caso español todavía está muy lejos del 
desarrollo del BO en términos de gasto de otros 
países europeos. Además, en términos compara-
dos no parece que haya una lógica implícita en 
este desarrollo en cuanto a expansión del gasto 
privado se refiere. Solo se observan ciertas diná-
micas crowding-out en el área de pensiones para 
Reino Unido. La evolución a lo largo del tiempo 
para los países del sur de Europa es positiva, pero 
tanto el gasto privado, como los costes laborales 
susceptibles de ser considerados como bienestar 

Figura 4.  Coste laboral de las prestaciones de bienestar según tipo en España y otros países 
europeos, 2008 y 2016 (% del coste total bruto).

Nota: secciones CNAE-09 de la B a la S, excluyendo la sección O correspondiente a Administración Pública, Defensa y Seguridad Social. Empresas de 
al menos diez empleados.
Fuente: EUROSTAT, Labour Cost Survey (LCS).
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ocupacional, siguen presentando una dimensión 
reducida.

Las prestaciones de pensiones y seguros

Esta sección tiene por objeto mostrar el alcance 
y extensión del BO en lo que se denomina previ-
sión social empresarial en España. En concreto, se 
muestran los indicadores de cobertura económica 
para beneficiarios de pensiones y seguros que son 
financiados total o parcialmente por la empresa 
para la que trabajan. También se presentan cifras 
recientes del esfuerzo anual que realizan empresas 
y trabajadores para financiar las prestaciones de-
rivadas de dichos seguros. Y finalmente, se descri-
ben los sectores de actividad con mayor desarrollo 
del BO en materia de pensiones con el fin de su-
brayar algunos de los rasgos que más contribuyen 
a ese avance.

La previsión social empresarial ha sufrido un 
cierto estancamiento en los últimos años, fruto de 
la escasa rentabilidad de estos productos y del ele-
vado nivel de desempleo, y en los años más álgidos 
de la crisis de la incertidumbre sobre la conducta 
de los mercados financieros y la caída de rentas de 
las familias (CES, 2017).

A pesar de ese escaso desarrollo, el componen-
te empresarial dentro de la protección social com-
plementaria muestra una extensión considerable 
en cuanto a su capacidad para captar recursos, si 
se compara con otros instrumentos como los planes 
de pensiones individuales y asociados.

La Tabla 3 muestra las principales cifras de 
cobertura de la protección social empresarial en 
España para el 2017. Los planes de pensiones de 
empleo agruparon más de dos millones de cuentas 
de partícipes1. En conjunto, si se tiene en cuenta el 

1 � El número de cuentas de partícipes no tiene por qué 
coincidir con el número de personas cubiertas. Una per-
sona puede ser partícipe en varios planes. Con objeto de 
conseguir un dato aproximado del número de personas 
que cuentan con un plan de pensiones, en el 2016 se 
modificaron los modelos de información al supervisor 
incorporando un campo en el que se solicita, a nivel 
de gestora del fondo, el número de personas. Este dato 
para dicho año fue de 8.256.030 personas, un 16 % me-
nos del total de cuentas de partícipes.

número de cuentas de partícipes y de asegurados 
por instrumentos de protección social financiados 
por las empresas, se superarían los nueve millones 
y medio de personas. Es cierto que hay personas 
que podrían estar cubiertos por un PPSE y un se-
guro colectivo o plan de empleo al mismo tiempo, 
pero, aun así, el número continúa siendo signifi-
cativo.

En términos relativos, los planes de empleo 
suponen algo más del 20 % del total de cuentas 
de partícipes de todos los planes de pensiones y 
más del 30 % del volumen financiero de las cuen-
tas de posición. La ratio entre ambas magnitudes 
resulta en un saldo medio del derecho consolidado 
de 17.644 euros para el 2017 (siendo 9.747 euros 
la ratio para los planes individuales). Es decir, los 
planes de empleo, con un número de cuentas de 
partícipes inferior a los planes individuales, acu-
mulan una cantidad de recursos económicos con-
siderable y bastante superior en términos relativos. 
Esta diferencia se ve tanto en el porcentaje de 
cuentas de posición, como en el saldo medio del 
derecho consolidado y en las aportaciones anuales 
a planes de pensiones (Tabla 4).

Con respecto a la dimensión económica del res-
to de instrumentos de previsión social empresarial, 
el total de prestaciones cobradas en PPSE y segu-
ros colectivos fue de 2.564 millones de euros en 
2017. Dividiendo la cantidad de prestaciones para 
cada instrumento entre el número de beneficiarios, 
se obtiene una prestación media de 9.555 euros y 
8.172 euros en 2017 para los PPSE y seguros co-
lectivos respectivamente. Además, en el caso de 
seguros colectivos, donde el contrato cubre varios 
riesgos sociales, cabe destacar que la contingen-
cia principalmente cubierta fue la jubilación con 
más del 80 % de prestaciones destinadas a dicha 
finalidad. El dato es significativo, puesto que el nú-
mero de asegurados que tienen cubierta dicha con-
tingencia es menos del 20 %. Es decir, un número 
importante de asegurados cubriría la jubilación de 
un porcentaje reducido de trabajadores, y el resto 
de las prestaciones se destinaría a incapacidad y 
fallecimiento (en torno al 15 % en conjunto).

El instrumento con más peso financiero, de los 
tres financiados y promovidos por la empresa, son 
claramente los planes de pensiones de empleo. 
Pese a que la forma de calcular el saldo medio del 
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derecho adquirido no tiene en cuenta la dispersión 
entre cuentas de partícipes dentro de cada tipo 
de plan, dicha cantidad es sensiblemente mayor 
a la prestación media del resto de instrumentos y 
también al saldo medio de los planes individuales 
y asociados.

En cuanto al esfuerzo económico realizado por 
las empresas y trabajadores, la Tabla 4 contiene 

información sobre las contribuciones al sistema 
de protección social empresarial. En todos los ins-
trumentos, la mayor parte de las aportaciones co-
rresponden a las empresas. Dicha contribución es 
todavía mayor para los seguros colectivos con más 
del 90 % de las primas. Las primas pagadas en se-
guros colectivos son mayores que las de PPSE, e in-
cluso que las aportaciones a planes de empleo. Es 

Tabla 3.  Indicadores de cobertura del sistema de protección social empresarial (2017).

Planes de pensiones de empleo

Cuentas partícipes 2.023.447

Porcentaje sobre el total de cuentas de partícipes 21,0

Volumen cuenta de posición (en millones de euros) 35.702

Porcentaje sobre el volumen total cuentas posición 32,4

Saldo medio del derecho consolidado (en euros) 17.644

Planes de previsión social empresarial (PPSE)

Número asegurados 54.891

Prestaciones cobradas (en euros) 8.150.094

Número de beneficiarios 853

Prestación media (en euros) 9.554,6

Contratos de seguro colectivo

Número de asegurados 7.654.636

•  Con jubilación 1.197.889 (15,6 %)

•  Sin jubilación 6.456.747 (84,4 %)

Prestaciones cobradas (en millones de euros) 2.556

•  A jubilación 2.152 (84,2 %)

•  A incapacidad 205 (8,0 %)

•  A fallecimiento 185 (7,0 %)

Número de beneficiarios 312.767

Prestación media (en euros) 8.172

Conjunto sistema protección social empresarial

Asegurados + cuentas de partícipes 9.732.974

Prestaciones cobradas (en millones de euros) 2.564

Prestaciones + cuenta posición planes empleo (en millones de euros) 38.266

Nota: no se incluyen las prestaciones cobradas por contingencias de dependencia, enfermedad grave, desempleo de larga duración, y ejecución de 
vivienda habitual por suponer en conjunto menos del 1 % de las prestaciones.
Fuente: elaboración propia a partir de informes estadísticos de instrumentos previsión social complementaria (Ministerio de Economía, 2013-2017).
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decir, que la contribución de la empresa es mayor 
que la del trabajador y la diferencia entre ambas es 
más grande en el instrumento que cuenta con más 
primas anuales.

La distribución por tramos de aportación revela 
que la mayoría de las cuentas de partícipes no rea-
liza ninguna contribución al año. Este hecho, junto 

al dato del saldo medio del derecho consolidado de 
la Tabla 3, da una idea de la dispersión tan alta 
que existe entre las personas que cuentan con un 
plan de empleo; esto es, si el saldo medio es ele-
vado, pero hay muchas cuentas de partícipes que 
no realizan ninguna aportación anual, la diferencia 
entre cuentas de partícipes debe ser considerable.

Tabla 4.  Contribuciones realizadas por trabajadores y empresas al sistema de protección social 
empresarial (2017).

Planes pensiones de empleo

Aportaciones promotor (en millones de euros) 1.003 (82 %)

Aportaciones partícipe (en millones de euros) 221 (18 %)

Total aportaciones planes empleo (en millones de euros) 1.224

Porcentaje sobre total aportaciones a planes pensiones 25,3

Distribución de partícipes por tramos de aportación

Sin aportaciones 1.343.133 (66,4 %)

De 1 a 300 euros/año 175.555 (8,7 %)

De 301 a 900 euros/año 190.140 (9,4 %)

De 901 a 3.000 euros/año 184.464 (9,1 %)

De 3.001 a 6.000 euros/año 94.088 (4,6 %)

De 6.001 a 8.000 euros/año 34.261 (1,7 %)

Planes de previsión social empresarial (PPSE)

Primas pagadas por la empresa (en euros) 51.022.935 (78 %)

Primas pagadas por el trabajador (en euros) 14.006.166 (22 %)

Contratos de seguro colectivo

Primas pagadas por la empresa (en millones de euros) 1.663 (93 %)

Primas pagadas por el trabajador (en millones de euros) 118 (7 %)

Conjunto sistema protección social empresarial

Número planes de pensiones empleo 1.335

Número planes previsión social empresarial 1.147

Número contratos seguro colectivo 366.331

Primas y aportaciones trabajadores (en millones de euros) 353 (11 %)

Primas y aportaciones empresas (en millones de euros) 2.717 (89 %)

Total primas y aportaciones (en millones de euros) 3.070

Nota: no se consideran aportaciones de más de 8,000 euros, solo son posibles para personas con discapacidad y suponen menos del 1 % de cuentas 
de partícipes.
Fuente: elaboración propia a partir de informes estadísticos de instrumentos previsión social complementaria (Ministerios de Economía, 2013-2017).
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Un elemento a tener en cuenta de cara a con-
siderar la posible expansión del BO es el aumento 
potencial de la desigualdad, que puede incremen-
tarse no solo a través de sistemas individuales, 
sino también a través de planes de empleo. Si se 
consideran de forma conjunta el tramo de cero 
aportaciones junto con aquellas de menos de 300 
euros, se tiene cerca del 75 % de las cuentas de 
partícipes. Apenas el 15 % aporta más de 900 eu-
ros al año, y menos de un 2 % más de 6.000.

Observando el conjunto del sistema de pro-
tección empresarial, los planes de empleo fueron 
1.335 en 2017, suponiendo el 47 % del total de 
planes y agruparon más del 25 % de todas las 
aportaciones. El número de PPSE fue de 1.147, y los 
contratos de seguro colectivos alcanzaron la cifra 
de 366.331. El total de primas y aportaciones fue 
elevado, aunque si se descuenta la parte de apor-
taciones a planes de empleo, las primas anuales 
de PPSE y seguros colectivos fueron unos 1.846 
millones de euros en 2016. Dicha cifra es bastante 
inferior al total de prestaciones cobradas por los 
mismos instrumentos en ese mismo año.

Es también interesante conocer los sectores 
de actividad que más contribuyen al desarrollo de 
los planes de pensiones de empleo. La Figura 5 
muestra el porcentaje sobre el total de planes de 
empleo y sobre el total de patrimonio de dichos pla-
nes para los distintos sectores. En cuanto a número 
de planes, los sectores con más peso son comer-
cio (23,4 %), industria y suministros (18,4 %), y 
construcción (9,9 %). Y en cuanto a patrimonio, el 
sector que domina es claramente el de actividades 
financieras (55,6 %), seguido de industria y sumi-
nistros (20,9 %), e informática (12,1 %). Existe, 
por tanto, una fuerte concentración de recursos por 
sectores. El sector de actividades financieras y el 
de informática, con menos del 13 % de los planes, 
controlan más del 65 % de los recursos. Si se aña-
de el sector industrial, se tiene ya más del 85 % de 
los recursos. La desigualdad en cuanto al número 
de planes también es visible. En sectores como el 
comercio que, pese a tener un número elevado de 
planes apenas agrupan recursos, no se observa esa 
concentración. La administración pública con el 
8 % de los planes aglutina el 5 % del patrimonio. 

Figura 5.  Planes de pensiones de empleo por sectores de actividad (2016).

Nota: agregación de sectores conforme a criterios de la CNAE-09 del INE.
Fuente: elaboración propia a partir de informe estadísticos de instrumentos previsión social complementaria 2015 y 2016, Dirección general seguros y 
fondos de pensiones (Ministerio de Economía, 2015 y 2016).
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Teniendo en cuenta la importancia relativa de la 
administración, tanto en términos de gasto público 
como sobre porcentaje de asalariados, no parece 
que desde el sector público se potencie demasiado 
el desarrollo de este instrumento de previsión so-
cial empresarial.

Aunque en las tablas incluidas en este apar-
tado no se ha mostrado la evolución a lo largo del 
tiempo para estos instrumentos, conviene señalar 
que el instrumento principal, los planes de pensio-
nes de empleo, parecen haber alcanzado su tope 
en cuanto a desarrollo. Las cuentas de partícipes 
en esta modalidad no dejan de disminuir desde el 
año 2011. El volumen de aportaciones parece ha-
berse recuperado ligeramente en el 2017, pero aún 
son un 70 % de las que se realizaron en 2008. Y el 
patrimonio acumulado en las cuentas de posición, 
pese a venir incrementándose desde 2008, se ha 
estabilizado en cifras próximas a los 35.500 millo-
nes de euros en los cuatro años más recientes. Ade-
más, el perfil sociodemográfico de los partícipes de 
planes de empleo lo componen los trabajadores de 
más edad y se aprecia un equilibrio por género. En 
el año 2016 más de la mitad de los partícipes de 
estos planes eran trabajadores de más de cincuen-
ta años, mientras que un 43 % eran mujeres.

Para tener una referencia adicional de su esca-
so desarrollo, se puede añadir que solo los planes 
de pensiones en el formato promovido en el País 
Vasco suman un patrimonio de unos 25.000 millo-
nes de euros, lo que supone cerca de un 30 % del 
PIB de esa comunidad autónoma, mientras que el 
patrimonio de los planes de pensiones en el conjun-
to de España supone solo un 3 % de su PIB.

En resumen, pese a que se viene observando un 
estancamiento de la previsión social complemen-
taria a nivel general, dentro de esta, la previsión 
social empresarial supone una parte importante al 
margen del pilar individual. Los planes de empleo, 
con solo algo más del 20 % del total de cuentas 
de partícipes, agrupan más del 30 % del volumen 
de cuentas de posición y en torno al 25 % de apor-
taciones anuales al total de planes de pensiones. 
Es decir, que, dentro del desarrollo de la previ-
sión social complementaria, la parte empresarial 
constituye una vía más efectiva que la individual 
a la hora de captar recursos, pero muestra un de-
sarrollo más limitado en extensión por cuentas de 

partícipes. Aunque los planes de previsión social 
empresarial y los seguros colectivos son partes im-
portantes de la previsión social empresarial, el ins-
trumento con mayor nivel de extensión de los tres 
son los planes de pensiones de empleo.

A pesar de ello, la distribución de aportaciones 
y el saldo medio del derecho consolidado revelan 
que existe una fuerte dispersión entre cuentas de 
partícipes en dichos planes. También se observa 
una concentración de los recursos obtenidos por 
los mismos en los sectores de actividades financie-
ras e informática, donde predominan empresas de 
mayor tamaño. Esas disparidades en el desarrollo 
de la previsión social empresarial deben tenerse en 
cuenta de cara a potenciar instrumentos comple-
mentarios a las pensiones públicas. De no ser así, 
podrían observarse incrementos de la desigualdad 
causados por la diferente capacidad de contribu-
ción de empresas que son muy distintas entre sí en 
variables como el tamaño, el sector de actividad o 
el perfil de los trabajadores contratados.

Prestaciones en atención sanitaria

Centrándonos ahora en las prestaciones vin-
culadas a la atención sanitaria, los datos de las 
fuentes estadísticas consultadas (ENSE e informes 
de las aseguradoras) muestran un bajo nivel de ex-
tensión de esas prestaciones y una evolución de las 
mismas condicionada por el ciclo económico.

La ENSE ofrece una cifra de 1.731.500 personas 
cubiertas por seguros médicos privados concertados 
por la empresa en 2017, una cifra que representaría 
el 11 % del total de asalariados y casi un 3,1 % del 
total de población mayor de quince años (Tabla 5). 
Las personas que tenían un seguro privado con-
certando individualmente, con casi 5,8 millones, 
triplicaba la de asegurados por la empresa. Parece 
claro que la acción de las empresas en la provisión 
de seguros sanitarios ha sido mucho más sensible al 
ciclo económico que los hogares: entre 2006 y 2012 
la cifra de asegurados por las empresas se redujo 
en un 37 %, mientras que la de seguros individua-
les aumentó en un 10 %. La fase de recuperación 
económica ha impulsado el crecimiento de ambos 
tipos de seguros, aunque los de empresa aún no han 
recuperado en 2017 la cifra que alcanzaron en 2006.
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Los perfiles sociodemográficos de los benefi-
ciarios de esos seguros indican coberturas supe-
riores entre los asalariados varones, en los grupos 
de edad entre 35 y 49 años y entre los que poseen 
estudios superiores. Hay también una mayor exten-
sión de estos seguros entre los asalariados de la in-
dustria y la construcción, los que tienen un contrato 
indefinido y entre los que tienen una ocupación a 
jornada completa.

Los datos ofrecidos por UNESPA, la asociación 
de empresas aseguradoras, señalan una cobertura 
más amplia de los seguros de asistencia sanitaria 
proveídos por las empresas; modalidad que UNESPA 
denomina “seguros de otros colectivos” (Tabla 6). 
En esa modalidad hay cerca de 3,2 millones de 
personas con seguros sanitarios en 2017, una cifra 

muy superior a la que ofrece la ENSE. Esta diferen-
cia podría deberse, al menos en parte, a que UNESPA 
incluye en ese concepto de “otros colectivos” a ase-
gurados de entidades asociativas o mutualidades 
de empleados no funcionarios. En general, los datos 
apuntarían a la misma tendencia de incremento en 
los beneficiarios de los seguros de empresa en los 
años de esta década, aunque algo más leve que la 
información ofrecida por la ENSE. Esa tendencia es 
mucho más intensa en el incremento de los seguros 
individuales en los años de recuperación económica.

Según los Barómetros de Salud de Adeslas 
(2012, 2015 y 2018), más de la mitad de la muestra 
consideraba que el seguro de salud era el beneficio 
social más importante que podía ofrecer la empre-
sa. El 11,3 % de los entrevistados tenía un seguro 

Tabla 5.  Personas cubiertas por diferentes modalidades de seguro de salud en España, 
2006-2017 (en miles).

Mutualidades del Estado 
acogidas a un seguro privado

Seguro médico privado 
concertado individualmente

Seguro médico privado 
concertado por la empresa

2006 1.523,4 4.517,3 1.805,6

2011-2012 1.506,0 4.967,2 1.140,5

2017 1.415,5 5.731,5 1.731,5

Fuente: INE, Encuesta Nacional de Salud de España (ENSE).

Tabla 6.  Personas cubiertas por diferentes tipos de seguros de prestación de servicios de salud 
en España, 2011-2017.

Seguro individual 
de asistencia sanitaria 

y de reembolso

Mutualidades 
de funcionarios Otros colectivos

2011 4.280.231 1.971.362 2.473.395

2012 4.143.011 1.960.267 2.686.659

2013 4.160.241 1.951.089 2.806.477

2014 4.064.630 1.943.270 2.993.403

2015 4.169.025 1.914.193 3.155.499

2016 4.650.292 1.882.503 3.035.259

2017 4.904.056 1.849.831 3.152.198

Fuente: UNESPA, Informe Estamos Seguros 2017: http://www.unespa.es/que-hacemos/publicaciones/.
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privado concertado por su empresa, y en la mitad 
de los casos la empresa pagaba íntegramente este 
seguro. La presencia de seguros privados costea-
dos al menos en parte por la empresa era superior 
en las empresas de mayor tamaño. Por último, hay 
que señalar que un tercio de los empleados prefería 
un seguro de salud privado a un aumento salarial 
por el mismo importe.

En 2015, el 69 % de las empresas ofrecían se-
guros de salud a sus empleados; mientras que en 
2018 esa proporción alcanza el 86 %. El porcentaje 
de empresas que pagan íntegramente este seguro se 
ha mantenido bastante constante entre 2015 y 2018 
(sobre el 50 %), y se observa un mayor uso de la 
retribución flexible. Además, dentro de las empresas 
que utilizan planes de retribución flexible, el porcen-
taje de trabajadores que se acogen a dichos planes 
ha pasado del 49 % en 2015 al 83 % en 2018. Por 
lo que el seguro de salud se articula como el más 
demandado en los dos años. Además, en ambos ba-
rómetros, tanto decisores como empleados, señalan 
como ventajas para los trabajadores el precio más 
asequible y la posibilidad de añadir familiares.

Respecto a los planes de retribución flexible 
(planes en los que el empleado puede renunciar 
a una parte de su salario monetario a cambio de 
determinados servicios), Matorras (2018) indica 
que los escasos convenios colectivos que tratan 
este aspecto establecen previsiones generalistas, 
indicando únicamente su existencia (o posible 
existencia en el futuro) o remitiendo a los acuerdos 
fuera del mismo. Asimismo, indica que, en muchos 
casos, estas referencias a planes o sistemas de 
retribución flexible conviven con beneficios o pres-
taciones en especie cuyo disfrute no puede susti-
tuirse por salario monetario.

Conclusiones

Los indicadores agregados confirman un nivel 
comparado bajo de desarrollo del BO en España. 
Este desarrollo es aún más bajo que el de Italia, 
país con un régimen de bienestar similar en gasto 
social privado, aunque ligeramente más alto en los 
costes laborales de diversas prestaciones. La evo-
lución temporal ofrecería una imagen más positiva, 
con una tendencia ligeramente ascendente en los 

últimos años. Esa tendencia se aprecia sobre todo 
en el gasto privado. Ambos hechos indican una 
consolidación débil del esfuerzo en BO en España, 
no pudiéndose identificar, con estos datos, hasta 
ahora, ni un efecto crowding-out ni crowding-in.

Aún con ese panorama de esfuerzo, la previsión 
social empresarial supone una parte muy impor-
tante comparada con el pilar individual de la pre-
visión social complementaria. Este hecho se obser-
va de forma más nítida en la comparación de los 
planes de pensiones. Con aproximadamente una 
quinta parte de las cuentas de partícipes, agrupan 
más del 30 % del volumen de cuentas de posición 
y en torno al 25 % de las aportaciones anuales. 
Eso significa que en el desarrollo de la previsión 
social complementaria, el componente empresarial 
constituye una vía más eficaz que el individual en 
la obtención de recursos. Aunque también se ob-
serva una concentración de esos recursos en los 
sectores de actividades financieras e informática. 
Esas disparidades en el desarrollo de la previsión 
social empresarial parecen indicar una dinámica 
de dualización de estas prestaciones, asociada a 
la desigual capacidad de contribución de empresas 
por tamaño y rama de actividad.

Los datos observados sobre las prestaciones de 
atención sanitaria dejan algunas dudas sobre su 
magnitud y sus tendencias. Las diferencias en las 
cifras de extensión son importantes, ya que varían 
entre un 10 y un 20 % de asalariados. La tenden-
cia en el largo plazo es de incremento constante, 
como señalaban ya los datos de gasto privado y de 
costes laborales, aunque permanece la duda sobre 
si durante la crisis tan solo se ha detenido o, efec-
tivamente, se ha invertido.

Estos resultados no permiten obtener aún evi-
dencias firmes sobre los factores que pueden ex-
plicar el bajo desarrollo del BO en España y esos 
rasgos de segmentación a favor de empleados de 
grandes empresas en unas pocas ramas de ac-
tividad. Pero sí permiten atisbar cuáles pueden 
ser los más verosímiles. La escasa investigación 
comparada sobre el caso español tiende a poner el 
énfasis en factores limitadores de nivel macro. Por 
un lado, estarían los de tipo institucional, como el 
régimen de bienestar continental, que ha combi-
nado una alta generosidad de la provisión pública 
de pensiones y de salud; apenas alterada en sus 
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componentes básicos durante la crisis. O la baja 
centralización y coordinación de la negociación 
colectiva. Por otro lado, estaría el factor de demo-
grafía industrial, caracterizado por el predominio 
de las pequeñas y medianas empresas; así confir-
mado por la concentración del BO en las grandes 
empresas para el caso español.

De todos modos, esos factores macro son insu-
ficientes para explicar el caso español. Países como 
Alemania y Francia, con un régimen de bienestar 
similar, han hecho desarrollos mayores del BO. 
Dentro de España, el rápido y extenso desarrollo 
de la previsión social empresarial en el País Vasco 
prueba que dentro de ese contexto macro, institu-
cional o empresarial, hay opciones posibles de BO.

Cuando se trata no solo de tipificar variantes 
nacionales, sino también de explicar trayectorias 
nacionales de desarrollo del BO, los factores de nivel 
meso pueden resultar de más valor explicativo. El 
papel de grupos de intereses (sindicatos y empresa-
rios) y gobiernos y otros actores políticos, así como 
sus estrategias de calibración o expansión de la pro-
tección social, han resultado útiles para el análisis 
del caso italiano (Jessuola, 2017; Ascoli et al., 2018) 
y se aventuran también útiles para el caso español 
(Luque Balbona y González Begega, 2020). Para el 
caso español, también será interesante analizar, en 
esa trayectoria de desarrollo del BO, la influencia de 
preferencias más o menos favorables por el pilar pú-
blico dentro del contexto institucional europeo.
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